Sentencia de tutela 1ª Instancia N° 031
Radicación: 660012204000202000089-00

Accionante: Luis Emilio Cortez Taborda
Concede amparo

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN Y TÉRMINOS / NO APLICA RESPECTO DE ACTUACIONES JUDICIALES / DEBIDO PROCESO / SE CONCEDE EL AMPARO.
En relación con la petición enviada al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas en enero 30 de 2020, para que se ordenara a Migración Colombia la expedición de los movimientos migratorios del señor Edison Antonio Hernández Serna… estima la Sala que tal solicitud por tratarse de un trámite netamente jurídico y no administrativo, debía ser atendido acorde con los procedimientos propios que dispone el ordenamiento legal, mas no por las reglas dispuestas para el derecho de petición, como así lo tiene sentado la jurisprudencia…
En esos términos, se debe diferenciar entre una petición a la luz de lo reglado en el canon 23 Constitucional, y aquella otra que se presenta en curso de un proceso judicial, dado que tratándose de este último caso lo que está de por medio es el derecho de postulación que hace parte del debido proceso y del acceso a la Administración de Justicia. Situación que lleva aparejada que la respuesta pretendida implique la toma de una decisión judicial, y, por consiguiente, hay lugar a exigir el agotamiento del procedimiento establecido. (…)

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado…
… se evidencia una vulneración del derecho fundamental de petición reclamado por el señor Cortez Taborda, ya que aunque este mediante escrito de enero 30 de 2020 solicitó la constitución de una vigilancia especial en el caso que se tramita ante la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas…, ninguna respuesta ha obtenido acerca de ese particular requerimiento, ni favorable ni desfavorable. Lo dicho, pese a que a la fecha han transcurrido cerca de cinco meses después de haber sido recibida esa solicitud…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (06) de julio de dos mil veinte (2020)

                                                                  Acta de Aprobación No 504
                                                  Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor LUIS EMILIO CORTEZ TABORDA, interno en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cómbita (Boy.), contra el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), el Procurador General de la Nación y el Procurador 149 Judicial II Penal de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición.
2.- SOLICITUD 
El escrito allegado por el señor CORTEZ TABORDA, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) ha solicitado a la Procuraduría y a la Fiscalía la protección de sus derechos para que se investigue por falso testimonio a las personas que llevaron a la justicia a cometer un yerro en su contra que lo tiene privado de la libertad, al haberlo hecho condenar pese a ser inocente; (ii) instauró denuncia por falso testimonio, actuación que adelanta el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, y en ejercicio de la defensa material ha pedido la práctica de una prueba importante para el proceso, esto es, un registro migratorio; (iii) en enero 20 de 2020 elevó petición al aludido juzgado para que ordenara el traslado de dicha prueba, sin haber recibido respuesta alguna; (iv) a raíz de las anomalías que se han presentado pidió a la Procuraduría su intervención, pero ha habido total desinterés, pues solo mediante fallo de tutela se dignaron dar respuesta, donde además se instó al Procurador 149 para que revisara las investigaciones, sin que a la fecha dicha entidad se haya pronunciado; (v) en vista de la insistencia tanto del fiscal como del juez para decretar la preclusión del proceso, mediante oficios elevados a la Procuraduría 149 en diciembre 12 de 2019 y al Procurador General en enero 30 de 2020, pidió que se le informara de las decisiones emitidas con ocasión de lo dispuesto por el Tribunal, y que se decretara una vigilancia especial al proceso, pero sin que a la fecha se le hubiera comunicado lo pertinente; y (vi) estima que con la actitud de los accionados se vulneran sus derechos al debido proceso y de petición.

Pide se le amparen sus garantías, y en consecuencia se ordene: (i) que en un plazo no mayor de 48 horas, los accionados den respuesta a las peticiones que ha presentado; (ii) que no se archive el trámite hasta que se cumpla lo ordenado; y (iii) que se prevenga a las entidades de no tomar represalias en su contra.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la tutela a las entidades y servidores accionados, y dispuso la vinculación oficiosa de la Fiscalía Seccional de Santa Rosa de Cabal, la Fiscalía Octava Seccional de Dosquebradas (Rda.), así como de quienes obran en su calidad de sujetos procesales en la carpeta radicada al No 660016000036201605836, quienes al respecto así se pronunciaron:
- El titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) manifestó lo siguiente: (i) En el proceso radicado al número 660016000036201605836, seguido en contra del señor EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA por el delito de falso testimonio, la Fiscalía solicitó preclusión, y en audiencia de julio 05 de 2019 tanto el apoderado de víctimas como el representante del Ministerio Público se opusieron a la misma, por lo cual se fijó nueva fecha para adoptar decisión, pero con antelación a ello el delegado de la Fiscalía retiro dicha petición, a lo que se  accedió por auto de julio 11 de 2019; (ii) en noviembre 06 de 2019, nuevamente se radicó solicitud de preclusión en el proceso seguido contra JUAN CARLOS HURTADO GARCÍA, por falso testimonio, radicación 660016000036201605836, donde figura como víctima el señor LUIS EMILIO CORTEZ, y que se encuentra pendiente de la respectiva argumentación que se llevará a cabo en julio 06 de 2020; (iii) en febrero 04 de 2020 se radicó por parte del accionante la petición a la que alude en la tutela, a la que se dio respuesta en febrero 13 de 2020 y fue remitida por correo 472 y electrónico; y (iv) solicita en consecuencia no se acceda a lo pedido al no vulnerarse derecho fundamental alguno.

- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Cómbita (Boy.) allegó copia de las guías de correo de diciembre 12 de 2019 y de enero 30 de 2019, por medio de los cuales remitió los derechos de petición a los que hizo alusión el accionante, y pide su desvinculación de este trámite.

- El Fiscal Octavo Seccional de Dosquebradas (Rda.) señala que el caso que allí se adelanta se inició por denuncia presentada por el actor en contra del señor EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA “o” JUAN CARLOS HURTADO GARCÍA, por considerar que este faltó a la verdad total o parcialmente en la audiencia de juicio donde resultó condenado, lo que constituiría una conducta punible de falso testimonio. Agrega que por medio del investigador asignado recolectó elementos de prueba, de cuyo análisis estimó que había lugar a solicitar la preclusión por atipicidad del hecho investigado, cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, autoridad que fijó fecha para la respectiva sustentación.   

- El Procurador 149 Judicial II Penal de Pereira (Rda.) informó: (i) luego de de hacer alusión a lo dispuesto por esta Sala en la tutela proferida en febrero 06 de 2019, donde instó a esa Procuraduría para revisar las actuaciones con ocasión de la denuncia presentada por el señor CORTEZ TABORDA y a la Procuraduría en Asuntos Penales para que determinara la necesidad de constituir una vigilancia especial en dichos trámites, señala que con el fin de atender tal requerimiento, la Procuradora Delegada en Asuntos Penales por oficio de febrero 11 de 2019 lo comisionó para que rindiera concepto, y auscultado el proceso con radicación 2016-05836 que adelanta la Fiscalía 8 Seccional, así como los procesos 2016-00059 y 2006-81107 que tramitaron la Fiscalía 19 Local y el Juzgado Promiscuo del Circuito de Santa Rosa de  Cabal (Rda.), respectivamente, rindió concepto negativo para constituir agencia especial; (ii) las agencias especiales son constituidas por el Procurador General o sus delegados, sin que los Procuradores Judiciales puedan hacerlo a motu proprio, en tanto su labor se limita a rendir el concepto pertinente, como así lo hizo; (iii) si bien el actor aduce que en diciembre 12 de 2019 solicitó la constitución de vigilancia especial, al hacer la búsqueda durante el lapso comprendido entre diciembre de 2019 y enero de 2020, los resultados fueron negativos; adicional a ello, al revisar los anexos de la tutela, pese a su ilegibilidad, se advierte que el encabezado está dirigido al Dr. CARLOS ANDRÉS PÉREZ en la carrera 7 bis No 18B-31 de Pereira, frente a lo cual señala que este fue su antecesor y la dirección de la Procuraduría desde octubre de 2016 ha sido la carrera 8ª No 42B-50 de Pereira; y (iv) el despacho a su cargo no ha vulnerado derecho fundamental alguno, al haber rendido concepto negativo frente a la constitución de agencia especial, con el aditamento que no se recibió la petición de diciembre 12 de 2019 a la que hace referencia el accionante, y por ende no hay lugar a que se acceda a lo pretendido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes. 
5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte del despacho judicial y las entidades accionadas, se vulneraron los derechos fundamentales que observa conculcados el actor, evento en el cual se deberán adoptar las medidas necesarias para su salvaguarda.

5.2.- SOLUCIÓN
De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Acorde con las manifestaciones realizadas por  el señor LUIS EMILIO CORTEZ, su solicitud está dirigida básicamente a buscar protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y de petición que considera vulnerados por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), así como por el Procurador General de la Nación y el Procurador 149 Judicial II Penal de esta capital, por cuanto los mismos no le han dado respuesta a las peticiones presentadas con miras a garantizar sus derechos en el proceso penal por falso testimonio donde figura como víctima.
En relación con la petición enviada al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas en enero 30 de 2020, para que se ordenara a Migración Colombia la expedición de los movimientos migratorios del señor EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA, así como la ubicación de este para el 08/04/2005, estima la Sala que tal solicitud por tratarse de un trámite netamente jurídico y no administrativo, debía ser atendido acorde con los procedimientos propios que dispone el ordenamiento legal, mas no por las reglas dispuestas para el derecho de petición, como así lo tiene sentado la jurisprudencia. Obsérvese:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).”
 -negrillas de la Sala-

En esos términos, se debe diferenciar entre una petición a la luz de lo reglado en el canon 23 Constitucional, y aquella otra que se presenta en curso de un proceso judicial, dado que tratándose de este último caso lo que está de por medio es el derecho de postulación que hace parte del debido proceso y del acceso a la Administración de Justicia. Situación que lleva aparejada que la respuesta pretendida implique la toma de una decisión judicial, y, por consiguiente, hay lugar a exigir el agotamiento del procedimiento establecido.

En este evento en particular, por parte del juzgado accionado se le informó al actor, mediante oficio 0371 de febrero 11 de 2020, que ese despacho: “No es competente para ordenar a Migración Colombia la expedición de los movimientos migratorios del señor Edison Antonio Hernández Serna y demás solicitudes, toda vez que es del resorte de un Juez de Control de Garantías, previo a la solicitud de su abogado defensor con la debida argumentación, teniendo en cuenta que se trata de la posible vulneración de derechos fundamentales”. E igualmente se le comunicó en dicha misiva que: “en este despacho no se tramita proceso alguno donde sea parte el señor Edison Antonio Hernández Serna, toda vez que la Fiscalía General de la Nación retiró solicitud de preclusión a favor de este. Actualmente se encuentra activo un proceso de solicitud de preclusión a favor del señor Juan Carlos Hurtado García, donde usted aparece como parte”. Tal comunicación le fue enviada al actor por medio de los correos electrónicos del Establecimiento Carcelario en febrero 13 de 2020, según se acreditó con los anexos allegados a esta Corporación.

De lo anterior se puede inferir, que es cierto que el señor LUIS EMILIO CORTEZ solicitó al citado despacho la práctica de una prueba con ocasión de la investigación que por falso testimonio adelanta en la actualidad la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas (Rda.), pero como bien lo indicó el funcionario judicial, esa solicitud probatoria debe ser adelantada por la parte interesada, bien por el fiscal ora por el apoderado de víctimas, si fuere el caso ante un juzgado de control de garantías por estar de por medio el derecho a la intimidad de un tercero; con mayor razón cuando se sabe que la solicitud de preclusión que inicialmente se pretendía en ese específico asunto, fue retirada por la Fiscalía General de la Nación, quizá con miras a obtener dicha información que se echa de menos.
No puede pregonarse entonces vulneración alguna al debido proceso por parte del despacho accionado, en tanto de considerar que la prueba que reclama se hace necesaria para el proceso por falso testimonio que se adelanta, deberán surtirse los trámites para que quien lo representa, ora la propia Fiscalía, adelante las gestiones pertinentes.
Mucho menos se aprecia afectación al derecho de acceso a la Administración de Justicia, en tanto el juzgado le informó en su debida oportunidad lo relativo a su solicitud, y esa respuesta fue enviada a los correos institucionales del Establecimiento Carcelario para que fuera enterado.
Ahora, en lo atinente a la vulneración del derecho de petición por parte del señor Procurador General de la Nación y el Procurador 149 Judicial II Penal de esta sede, por cuanto los mismos no le han dado respuesta a las peticiones que les envío en enero 30 de 2020 y diciembre 12 de 2019
, respectivamente, por medio de las cuales solicitó la constitución de una vigilancia especial al proceso 2016-05836, e igualmente que se informara lo pertinente acerca de los trámites dispuestos por este Tribunal en la sentencia de tutela de febrero 06 de 2019, debe decirse lo siguiente:
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se eleva la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”.

En este caso en particular, acorde con lo informado por el accionante y el señor Procurador 149 Judicial II Penal, cabe precisar que en el fallo de tutela proferido por esta misma Sala en febrero 06 de 2019 dentro de la radicado 660012204000201900012-01, se amparó el derecho fundamental de petición del señor LUIS EMILIO COTEZ, y se plasmó textualmente en los numerales tercero y cuarto lo siguiente:
“TERCERO: SE INSTA al Procurador 149 Judicial II Penal, para que, si lo tiene a bien, efectúe la revisión de las investigaciones que se tramitan por la conducta de falso testimonio con ocasión de la denuncia que interpuso el señor CORTÉS TABORDA contra EDISON ANTONIO HERNÁNDEZ SERNA y JULIO CÉSAR MARÍN ESPINOZA, así como al proceso donde se profirió condena en contra del actor, y rinda informe a la Procuradora Delegada para Asuntos Penales.
CUARTO: SE INSTA igualmente a la Procuradora Delegada en Asuntos Penales de la Procuraduría General de la Nación, para que, de recibir un informe por parte del señor Procurador 149 Judicial II Penal de Pereira (Rda.), determine si en verdad se hace necesaria la constitución de una vigilancia especial o la designación de un agente igualmente especial en los referidos trámites”.

Frente a lo allí indicado y contario a ser una orden que emitiera la Corporación  para su cumplimiento por parte de los funcionarios de la Procuraduría, como así parece entenderlo el accionante, ello no fue más que una exhortación que hizo este Tribunal con miras a que procedieran a determinar, previa revisión de los casos que se adelantan con ocasión de la denuncia por falso testimonio, si se hacía necesaria o no la constitución de una vigilancia especial o una agencia especial en dichos asuntos. 
Y aunque se insiste en que ello no fue una orden de estricto acatamiento, es lo cierto que acorde con lo expresado por el señor Procurador 149 Judicial II Penal, la Procuradora Delegada en Asuntos Penales mediante oficio 0604 E-2019-061688-jaag de febrero 11 de 2019 lo comisionó para que procediera a rendir el concepto pertinente, quien luego de hacer revisión a los diferentes procesos emitió el oficio PJ149-016 de febrero 14 de 2019 por medio del cual dio un concepto negativo para la constitución de dicha agencia especial.

De lo antes expuesto, y con soporte en los anexos que se allegaron a este trámite por el citado funcionario, se puede concluir sin lugar a equívoco alguno, que la Procuraduría Delegada en lo Penal, así como el Procurador 149 Judicial II Penal, sí atendieron el requerimiento respetuoso que efectuó la Sala en la sentencia de tutela proferida en el año 2019, aunque las gestiones adelantadas no le fueron favorables al interesado CORTEZ TABORDA, como desde luego lo esperaba.

Si bien es cierto, en esa pretérita oportunidad por parte de la Procuraduría se adelantaron las gestiones pertinentes, para la Colegiatura es claro que tales labores no le fueron comunicadas al aquí accionante, ya que no solo no existe soporte que dé cuenta de tal circunstancia, sino que el actor se vio compelido a elevar derechos de petición en diciembre 12 de 2019 y enero 30 de 2020 para que se le informara acerca de los trámites que se habían realizaron con ocasión de lo plasmado por esta Corporación en la tutela adelantada en febrero de 2019, sino también para que se constituyera una vigilancia especial en ese trámite como desde siempre ha sido el interés del interno.

Le asiste razón al señor Procurador 149 Judicial al señalar que en lo relativo a la petición de diciembre 12 de 2019 nada le consta, máxime que no logró ubicar en sus archivos físicos o electrónicos la misma. Y ello tiene sentido por cuanto en primer lugar esta le fue enviada a un servidor que ya no labora en la Procuraduría, y en segundo término porque fue remitida por el centro carcelario -acorde con las guías de correo arrimadas a esta acción- a una dirección en la que desde hace ya varios años dejó de funcionar la entidad de control, desconociéndose a la postre qué sucedió con ese escrito. 
En tal sentido, no existe vulneración alguna al derecho de petición del señor LUIS EMILIO, como quiera que la aludida solicitud no logró ser conocida por quien para diciembre de 2019 fungía como Procurador 149 Judicial II Penal.

Situación distinta sucede con la petición que impetró el actor al señor Procurador General de la Nación en enero 30 de 2020, ya que de los documentos arrimados a este trámite, en especial la guía de envío del centro carcelario, se desprende que tal petición fue recibida en febrero 04 de 2020 por la oficina de correspondencia de la Procuraduría, sin que a ese respecto se le hubiera dado respuesta al actor, ni mucho menos se acreditara en curso de esta tutela que la entidad así lo hizo.
En criterio del Tribunal, se evidencia una vulneración del derecho fundamental de petición reclamado por el señor CORTEZ TABORDA, ya que aunque este mediante escrito de enero 30 de 2020 solicitó la constitución de una vigilancia especial en el caso que se tramita ante la Fiscalía 8 Seccional de Dosquebradas, bajo radicación Nº 660016000036-20160-5836, ninguna respuesta ha obtenido acerca de ese particular requerimiento, ni favorable ni desfavorable. Lo dicho, pese a que a la fecha han transcurrido cerca de cinco meses después de haber sido recibida esa solicitud, ya que al menos nada de ello se ha acreditado hasta el momento no obstante haber sido vinculado y notificado el despacho del señor Procurador General. 

En ese orden de ideas, hay lugar a amparar el derecho de petición que se reclama, a cuyo efecto se le ordenará a dicho alto funcionario que dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación de este fallo, proceda a dar respuesta clara, concreta y de fondo a la solicitud impetrada por el actor en enero 30 de 2020, y que fue recibida en esas dependencias en febrero 04 de esta misma anualidad. La contestación, favorable o desfavorable, deberá ser comunicada al interesado en el establecimiento carcelario donde se encuentra privado de la libertad, verificándose que ese enteramiento se haga realmente efectivo.
Se debe precisar eso sí, que no obstante que el escrito al cual se ha hecho referencia -de enero 30 de 2020- fue dirigido por el interno al despacho del señor Procurador General de la Nación, es lo cierto que quien debe atender ese trámite es directamente la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales, y será por tanto a su titular a quien se le emitirá la respectiva orden de tutela. 
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición del que es titular el señor LUIS EMILIO CORTEZ TABORDA. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena a la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales adscrita a la Procuraduría General de la Nación, que dentro de las 48 horas siguientes contadas a partir de la notificación del presente fallo, proceda a dar respuesta clara, concreta y de fondo a la solicitud que presentó el señor LUIS EMILIO CORTEZ TABORDA en enero 30 de 2020, de conformidad con lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia.

TERCERO: Si esta providencia no fuere impugnada, se dispone remitir el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia T-368.


� Sentencia T-215A/11


� El documento allegado al respecto por el accionante, es totalmente ilegible, solo se aprecian pocos datos del servidor al que fue dirigido, pero nada se logra evidenciar acerca de lo allí solicitado, salvo lo referido por el actor en el escrito de tutela.
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